Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 44 minutos) 
Tiene la palabra el señor Senador Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: los Senadores del Partido Colorado hemos sido convocados a una reunión de bancada por 
lo que, en lo personal, adelanto que me voy a retirar. De todos modos, a esos efectos solicito que la Comisión pase a cuarto 
intermedio hasta después de la sesión del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
La Comisión pasa a cuarto intermedio hasta después de la sesión del Senado. 
(Así se hace. Es la hora 15 y 45 minutos) 
(Vueltos a Sala) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la sesión. 
(Es la hora 17 y 54 minutos) 


La Presidencia informa a los señores Senadores que ha llegado una invitación de la Cámara de Industrias del Uruguay para un 
almuerzo que tendrá lugar el próximo 19 de agosto a la hora 12 y 30, de manera que quienes puedan concurrir comuníquenlo a la 
Secretaría para confirmar su asistencia. 


Asimismo, hemos recibido la versión taquigráfica de lo manifestado por el señor Representante Trobo, que queda a consideración 
de los señores Senadores. 


En el día de ayer se repartió una nota solicitando una audiencia por parte de gente vinculada con el Banco Montevideo. 


Por otra parte, a pedido de quien habla -en cierta medida, este era un compromiso con los integrantes de la Comisión- ha llegado la 
información numérica que el Banco Central del Uruguay había trasmitido a esta Comisión y a su Presidente en una reunión 
mantenida el miércoles pasado. A esos efectos, también quiero informar que ese día me comuniqué con Vieytes, quien me pidió 
que me trasladara al Banco Central del Uruguay, y mantuvimos una reunión con todo el sector técnico, de donde surgieron estas 
cifras que luego podremos comentar. A ese respecto, también me trasmitieron que ellos iban a ayudar a la Comisión en todo lo que 
pudieran pero que no iban a abrir juicio con respecto al proyecto de ley que estamos tratando. Insistieron en que podría haber una 
serie de demandas, si de los fondos o de la prorrata del propio Banco Montevideo salieran estos fondos del artículo 31. Además, 
me sugirieron la posibilidad de que salieran del propio artículo 27; o sea que aparte de lo que pone el Estado, fondear el artículo 31. 
A esos efectos elaboré la redacción de un artículo que en cierta medida mostré para ver si no presentaba problemas técnicos. 
Luego de hacerle algunas correcciones, la traslado a la Comisión, ya que el objetivo de la Comisión y luego del Plenario sería 
fondear este proyecto de ley que ya fue elevado al Senado por el artículo 27. 


Espero que todos los señores Senadores cuenten con esta información numérica, así como con la redacción del artículo, que es de 
mi autoría. De más está decir que estoy dispuesto a las consultas que quieran hacerse. Cabe destacar que ya se ha hecho una 
consulta -quizás algún señor Senador pueda ayudar a evacuarla- con respecto al tema del PUT. Todos sabemos que el Nuevo 
Banco Comercial se quedó con dos tipos de carteras: uno, que no va a devolver y otro, que tiene la opción de devolver en un 
porcentaje, toda, o quedársela por un valor menor al previamente pactado. Por lo tanto, dentro de las opciones que existen para el 
material que envió el Banco Central del Uruguay se incluyen la de no devolver nada, la de devolver todo o la de tomar esa cartera 
en un determinado porcentaje. 


Cabe señalar que la cifra de U$S 63:000.000 que figura en la última hoja enviada por el Vicepresidente, señor Vieytes, podría 
menguar en la medida en que como la prioridad son U$S 100.000 y se toma lo que se tiene en todos los bancos, de acuerdo con 
una primera idea, la cifra podría bajar hasta un 10 %. A su vez, esos U$S 58:000.000 estarían impactando, aproximadamente, en 
un 8 %, si se fondea sólo lo del artículo 27. Si no fuera así, y se fondea en primera instancia del Banco Montevideo, el impacto 
podría ser de un 20 %. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: en ocasión de la visita que nos realizara el Vicepresidente del Banco Central y sus asesores, 
planteé la pregunta -para que se me contestara con posterioridad en caso de que no tuvieran en ese momento la cifra o porcentaje- 
de a cuánto ascendía la prorrata respecto de los fondos de recuperación del Banco Montevideo y del de La Caja Obrera. 


Ahora, se nos ha distribuido este repartido elevado por el Banco Central, por lo que consulto a la Mesa si esa pregunta estaría 
respondida en este documento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, de acuerdo con esta información -aclaro que no voy a responder por el Banco Central, ni 
mucho menos- se toma a los bancos por separado, por más que el proyecto de ley los incluya desde la Ley de Bancos. 


En segundo término, si bien el artículo 31 menciona al Banco La Caja Obrera, no tiene incluido ningún ahorrista de esa institución. 


En tercer lugar, la cifra que manejo es que en el Banco Montevideo, de acuerdo con los ahorristas, la cifra indiscutida sería de unos 
U$S 400:000.000 y ahí se agregarían los U$S 128:000.000 que figuran en esta misma hoja. En este caso no se tiene que tomar 
hasta la cantidad de U$S 100.000. 


Aclaro que no tengo el dato formal pero creo que en las versiones taquigráficas correspondientes figura, y serían unos U$S 
400:000.000 de los ahorristas que nadie discute, mientras que lo discutido son los otros U$S 128:000.000. Todo esto representa 
aproximadamente un 20 %, porque sería un poco más de U$S 400:000.000. 


Por otro lado, si el artículo 31 va tal cual como está en el Senado, compiten los U$S 128:000.000. Como no se va a llegar a los U$S 
100.000, se va a pagar un porcentaje correspondiente tanto a los U$S 128:000.000 como a los U$S 400:000.000. 


Y después todos compiten por el artículo 27. Si se hace, como sugieren las autoridades del Banco Central -quien habla ha 
redactado el texto- el impacto sería, en este caso de hasta U$S 100.000, de U$S 63:000.000, que no afectaría a los ahorristas 
indiscutidos del Banco Montevideo, e implicaría un porcentaje de 9 % en el total de la masa. Esto es así, aunque en ese total, hasta 
U$S 100.000, nadie podría discutir porque se trata de dineros del Estado y que ninguna persona de las comprendidas en el artículo 
31 estarían contempladas en la prorrata del Banco Montevideo en cuanto a los créditos que se cobren de su liquidación o de los 
créditos que el Nuevo Banco Comercial adelanta de las carteras. 


Espero haber sido claro. Sin embargo, la cifra del total de los ahorristas del Banco Montevideo no la tengo, aunque en el Banco 
Central se manejó que superaba los U$S 400:000.000. Reitero que no tengo a la vista ningún papel que acredite esta cifra. 


SEÑOR HEBER.- Entrando al tema de fondo y viendo la información derivada por el Banco Central, se me presenta una duda que 
creo que luego se ve reflejada en el artículo redactado en el proyecto de ley que tenemos a consideración. 


Esa inquietud tiene que ver con que los cuadros que se nos presentan nos muestran no solamente cómo impacta el TCB, sino 
también el VIC, es decir, el Velox Investment Corporation. La verdad es que me asombra que aparezca el VIC porque siempre que 
hemos hablado de este tema hemos mencionado al TCB, por lo que creo que quizás se deba a una falta en la redacción. Además, 
cuando hablábamos del TCB, nos referíamos a aquellos casos que habían sido pasados desde el Banco Montevideo sin su 
consentimiento, porque aquellos que iban directamente al TCB, había quedado claro que no serían contemplados. Quiere decir que 
dentro del TCB teníamos en cuenta a muchas personas que, nos consta, habían sido estafadas brutalmente en función de que, sin 
su consentimiento, había pasado directamente al TCB. Sin embargo, ahora aparece el Velox. Quizás la redacción no esté bien, 
pero me alarma que estemos incluyendo instituciones que ni siquiera estaban habilitadas como casa bancaria, y además que 
estuvieran radicadas en Buenos Aires. Con esto se confirmaría que la persona que fuera pasada al Velox, lo hacía fuera del 
Uruguay. Reitero que, quizás, me esté equivocando, pero replanteo este tema porque me alarma que en este texto se incluya, 
además del TCB, al VIC. 


SEÑOR GALLINAL.- En primer lugar, quiero decir que de la redacción de los artículos que se trajo a la Comisión para modificar o 
interpretar el artículo 31, no surge que se trate exclusivamente del TCB. 


En segundo término, quería expresar algo que contestaría la pregunta que se hace el señor Senador Heber, y es que hay 
aproximadamente U$S 30:000.000 que fueron a parar al exterior, cuyo origen es el Velox, pero que la operativa fue a través del 
Banco Montevideo. Por eso quedan comprendidos en la misma fórmula del TCB y, por tanto, la cifra que se señalaba en la última 
sesión de la Comisión de U$S 97:000.000 no es correcta, sino que se trataría de un total de, prácticamente, U$S 130:000.000. 


SEÑOR HEBER.- Si no estoy equivocado, hay una diferencia. Personalmente, no vi ninguna información que me dijera que esta 
financiera, casa bancaria o banco tuviera sede en el Banco Montevideo o en el Uruguay. En cambio, el TCB sí la tenía, pues estaba 
ubicada en la calle Arocena y a aquellos que concurrieron directamente a esa dirección no los quiero contemplar en esta solución 
porque lo hicieron a sabiendas de que estaban depositando en el exterior. 


En el caso de Velox, quisiera saber si tiene una casa bancaria en el Uruguay o una oficina dentro del propio Banco Montevideo. 
Pregunto esto porque, entonces, ahí se configuraría algo que va mucho más allá del TCB, porque implicaba que se sacara la plata 
del Uruguay y se llevara a la Argentina. Es decir que creo que esos U$S 28:000.000 no deberían ser contemplados, salvo que me 
equivoque y que en el caso de Velox se hubiera dado la misma operativa del TCB. Sé que las operaciones pudieron hacerse a 
través del Banco Montevideo, pero se sabía claramente que estaba afuera. Me parece que la estafa consistía en considerar que el 
TCB estaba habilitado por el Banco Central y funcionaba en Montevideo, por lo que las operaciones podían hacerse en el mismo 
banco, en un piso intermedio. Esto es lo que me han contado de algunos de los casos, manifestándome que se cambiaba de piso y 
que no tenían que trasladarse hasta la calle Arocena con su depósito. Inclusive, a algunos ni siquiera los trasladaron de piso, ya 
que los pasaron sin su consentimiento. 


Entonces, lo que me alarma es que me parece que se podía dar con mayor facilidad esta operativa con respecto al TCB y que en el 
caso de Velox implicaría sacar el dinero materialmente para afuera. No sé si mi razonamiento es equivocado. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero aclarar que no estoy emitiendo una opinión, sino que estoy tratando de aportar la información que 
conozco. En este sentido, señalo que, en el caso de Velox, tenía un número de cliente en el Banco Montevideo. 


Además, voy a reiterar lo que dije en mi intervención anterior: la redacción que se da a los tres artículos presentados -no sé si se 
han presentado más- en ningún caso hace la distinción. Es decir que se abre el abanico de manera tal que, necesariamente, la 
interpretación lleva a incluir al TCB y al VIC en sus distintas modalidades. Digo esto porque, por ejemplo, el TCB tiene tres 
modalidades por los menos: una era en el exterior, que fue directo a las Islas Caimán; otra hecho en Montevideo, con oficinas a 
tales efectos, que también fue directo a las Islas Caimán; y, por último, una derivada como consecuencia de depósitos hechos en el 
Banco Montevideo. A su vez, lo que no sabemos -de ahí la redacción original del artículo 31- es si quien depositó lo hizo con 
voluntad de derivarlo o simplemente de depositar en el Banco Montevideo, fue engañado y en consecuencia le mandaron su 
depósito a otro lado. 


Este es el panorama que trato de describir objetivamente. 


SEÑOR HEBER.- Siguiendo el razonamiento, creo que no es lo mismo Velox que el TCB. Digo esto porque de las tres modalidades 
que menciona el señor Senador Gallinal con respecto al TCB, en ninguna de ellas me consta que haya habido una clara estafa 
contra la voluntad de la persona porque podían ir directamente y trasladarse o, por lo menos, decir: "Lo llevo al TCB que tiene 
instalaciones en Montevideo", si así lo recomendaba el Banco Montevideo. A mi juicio es distinta la operativa compulsiva -como yo 
la llamo- y producto de un clima de temor que se había generado, sobre todo, en las corridas y por la desconfianza hacia los 
bancos, que en el caso de Velox, donde se pasaba de Montevideo directamente al exterior, porque no había una institución creada 
y admitida por el Banco Central. Es decir que en el caso de Velox era más claro que la operativa era en el exterior, que en el de 
TCB, que sí tenía instalaciones materiales en Montevideo. 


De las tres fórmulas del TCB, una pudo haber sido estafa. Me refiero al pasaje compulsivo del Banco Montevideo como una oferta 
de colocación en el país, porque a mucha gente se le decía que la oferta estaba habilitada por el Banco Central. En cambio, ¿en el 
caso de Velox se podía decir lo mismo? No; a mi juicio era el pasaje al exterior, a Buenos Aires, de una banca asociada. Es como si 
nosotros mañana contempláramos, por ejemplo, al Banco Alemán, ofreciendo mejores colocaciones del Grupo Peirano no en 
Argentina, sino en el Banco Alemán. ¿También vamos a cubrir a la gente que colocó en el Banco Alemán y en Velox? No; tengo la 
certeza de que hubo gente estafada cuando se le indujo a hacer una colocación auspiciada y válida por el Banco Central, desde el 
momento en que éste habilitó al TCB a instalarse en Arocena. No lo habilitaba a pasar depósitos de residentes y, sin embargo, los 
pasaban igual, por lo que el Banco Central estuvo omiso en ese control. Quiere decir que los depósitos que pasaban en forma 
compulsiva del Banco Montevideo al TCB se hacían a través de una operación que si bien no era ilegal, tal como lo explicó 
claramente el señor Barrán, era contra las normas del Banco Central. Eso ya me alcanza, porque si el Banco Central tenía normas 
que impedían pasar depósitos de residentes al TCB y el Banco Montevideo lo hizo igual, existió omisión del Estado en cuanto al 
control de las normas. No era ¡legal ni iba contra las normas el hecho de sacar la plata del país, como se hacía con el Velox, con el 
Alemán o con el TCB, en forma directa. Es claro que en estos casos el Banco Central no hizo los controles estipulados en la 
normativa. Me parece claro que estoy hablando exclusivamente del TCB, que pasó depósitos de residentes en forma directa, con o 
sin el consentimiento de los ahorristas. En definitiva, ¿cómo probamos el consentimiento? Estas son las dudas que nos genera el 
artículo 31. Pero aclaro que siempre que me referí a este artículo, y ahora al proyecto de ley, hablé de la gente que tenía depósitos 
en el Banco Montevideo y se los pasaron al TCB y nunca mencioné al Velox, al Banco Alemán ni a ningún otro. Por lo tanto, creo 
que deberíamos corregir la redacción del artículo 31, por lo menos para tener mi voto favorable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que los representantes del Banco Central, cuando estuvieron en la Sala Martín C. Martínez, 
nos manifestaron que a través de los contratos genéricos que estaban firmados se hacían este tipo de 


operaciones, e incluso en algunos casos han constatado -independientemente del tema del consentimiento o 
no- personas que derivaron parte de sus fondos a Velox y otra parte al TCB y, a su vez, luego los derivaban del TCB para el Velox. 


La redacción del artículo 31, que ahora es ley, no habla de institución bancaria; lo que le damos al Plenario no habla de institución 
bancaria. Se puede decir que hubo estafa en el TCB y cada uno puede tener la interpretación que quiera, pero digo que en algunos 
casos tampoco se presentó el consentimiento respecto al Velox; después podemos hacer todas las descripciones y limitaciones 
que se quieran, pero hasta ahora el artículo 31 votado por la ley de bancos cuando habla de que no hay consentimiento no se 
refiere a ninguna institución bancaria; sin embargo, habría algún caso del Velox. 


SEÑOR HEBER.- Creo que el problema de este artículo radica en el final, cuando dice: "la participación de certificados de depósito 
con instituciones financieras con sede en el exterior". Considero que debería decir: "con sede en el país". En tal sentido, no me 
importa que el TCB tenga una sede en las Islas Caimán, pero sí que tiene una en el país y eso es lo que indujo a error y, a mi juicio, 
a la presión. Como estaba instalado en el país y habilitado por el Banco Central, le decían a los ahorristas que no iban a tener 
problemas ya que no estaban sacando su dinero al exterior. La disyuntiva está en saber si el depositante tenía conciencia de que 
sus ahorros se llevaban al exterior o quedaban acá. Por lo tanto, como había una sede del TCB en el país, el artículo debería decir: 
"con sede en el Uruguay". Pero no en el exterior, porque entonces ahí estaría abarcando no solamente al Velox, sino a otras 
instituciones que quizá no estemos contemplando. No lo sé, y me asusta no saberlo. En esto, me gustaría tratar de ser lo más justo 
posible, pero creo que vamos a cometer alguna injusticia, y por ello debemos tratar de que sean pocas. 


Recalco que no estoy de acuerdo con la redacción que dice: "con sede en el exterior" y repito que debería decir "con sede e 
instalación en el Uruguay". De esta manera estaría abarcando al TCB y no al Velox. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar que el señor Ministro de Economía y Finanzas va a concurrir el jueves 21 a las 9 y 30 a 
esta Comisión a raíz de una solicitud del señor Senador Larrañaga para tratar el tema de "biodiesel". Asimismo, estamos tratando 
de contactar al Ministro de Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR ASTORI.- No estoy seguro de que el TCB tuviera sede en el país con autorización del Banco Central. Tengo dudas al 
respecto. 


SEÑOR BRAUSE.- Según tengo entendido, el TCB era una institución financiera externa, es decir, una institución que requiere 
expresa autorización para funcionar en el país, pero únicamente para recibir depósitos de no residentes, es decir, operaciones "off 
shore". Naturalmente, si es autorizada por el Banco Central del Uruguay para operar como institución financiera externa, tiene que 
contar con un local en el país, con gerente, administración, etcétera. Es decir, debe estar separado físicamente de cualquier otro 
banco o institución financiera local, si es que económicamente está vinculada, pero funciona como una institución financiera 
externa autorizada por el Banco Central. Reitero que era para depósitos de no residentes, o sea, para operaciones "off shore". 
Tengo entendido que el TCB tenía esa autorización para funcionar como institución financiera externa. 


SEÑOR HERRERA.- Participo de la duda que manifestó el señor Senador Astori, pero estoy seguro de que el TCB no estaba 
autorizado a recibir ahorros de residentes en el Uruguay. Es lo que acaba de aclarar el señor Senador Brause. No he visto exhibida 
la autorización al TCB y creo que la palabra "sede" se refiere a casa matriz. 


Normalmente, la sede de un Organismo es en donde está su Casa Principal, mientras que las demás son sucursales, filiales, 
etcétera. En este caso, no me cambia esencialmente el asunto porque, precisamente, lo que no estamos amparando son las 
operaciones hechas en esa Casa de la calle Arocena, que son las que no nos interesa amparar. Sin embargo, nos interesan 
aquellos ahorristas que fueron inducidos a error a partir de estrategias u operaciones realizadas desde el Banco Montevideo en 


relación a esos ahorristas a quienes se les ofrecían productos, podía ser TCB, esto, o lo otro, y entre ellos creo que figura el VIC. 
Entonces, si la operativa utilizada con el TCB es la misma que la que se utilizó con el VIC, no veo razón para no amparar a esos 
ahorristas. En realidad, no puedo referirme al certificado de depósito de instituciones financieras con sede en el Uruguay, porque en 
este caso no hay ninguna. El tema consiste en que los certificados de depósito estaban vinculados a entidades financieras con 
sede en el exterior y no de un banco de plaza. 


SEÑOR HEBER.- Nadie quiere referirse en la ley a quienes depositaron directamente en el TCB y por ello el artículo alude a 
titulares de caja de ahorro, depósitos a la vista, cuentas corrientes o depósitos a plazo fijo, cuyos ahorros fueron aplicados a la 
adquisición de participaciones en certificados de depósito de instituciones financieras con sede en el exterior. Sin duda, refiere a 
aquellos que tenían depósitos en los Bancos Montevideo y Caja Obrera, por lo que estamos descartando en la redacción del 
artículo a aquellos que fueron directamente al TCB. Lo que sí establecería es: instituciones financieras habilitadas por el Banco 
Central a operar en nuestra plaza. Creo que es muy claro; acá no podemos incluir a gente del Banco Velox ya que es seguro que 
estaba afuera. No había dudas de que estaba afuera, puesto que estaba instalado en Buenos Aires. Cuando se ofrecía el Banco 
Velox se sabía que el dinero se sacaba fuera del país y si se hablaba de TCB se estaba haciendo una operación que estaba 
prohibida por el Banco Central. Sin embargo, instituciones financieras fueron habilitadas a actuar en nuestra plaza. 


Me parece que la idea es clara y no estoy confundido. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo comprender lo que señala el señor Senador Heber pero creo que el motivo de su preocupación no debe 
ser la parte final del artículo 1% porque refiere a los destinos que tuvieron los ahorros, que fueron a parar a instituciones financieras 
con sede en el exterior. Esto no tiene que vincularse con sedes, con sucursales o con casas centrales en Montevideo. Lo que debe 
motivar la preocupación del señor Senador Heber es la parte que dice que comprende a los clientes de los Bancos Montevideo y 
Caja Obrera. Tanto los depósitos del TCB -que el señor Senador Heber quiere proteger- como los depósitos de Velox se registraron 
a través del Banco Montevideo, y por lo tanto quedan comprendidos. Esto nos llevaría -en la hipótesis que maneja el señor 
Senador Heber- a decir: en el Banco Montevideo y en el Banco Caja Obrera, pero, a su vez, dentro de estos Bancos, se debe 
distinguir si eran TCB o Velox. 


SEÑOR HEBER.- ¿Es lo mismo un banco que ha sido habilitado por el Banco Central para que opere "off shore" en plaza que otro 
que no lo ha sido, como es el caso de la banca Velox? 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que todos estamos de acuerdo en el concepto de que aquí tenemos una masa muy grande de gente 
estafada. Cuando entramos a identificar, contar y diferenciar vemos que hay quienes fueron más estafados que otros. Sin duda, 
este es el tema que nos va complicando cada vez más la existencia. En el caso concreto que refiere el señor Senador Heber, los de 
Velox -no conozco la nómina de sus depositantes- en su mayoría probablemente no sean residentes sino extranjeros, ya que me 
consta que hay brasileños. Tal vez hicieron su operativa desde sus respectivos países pero el Banco Montevideo los registró como 
clientes a través de su sede central derivándolos desde allí a estas instituciones, básicamente, a las Islas Caimán. Inevitablemente 
terminan comprendidos en la definición, salvo que diga TCB y residentes. 


SEÑOR HERRERA.- Me da la sensación de que el señor Senador Heber ha despejado sus dudas, aunque mantenga preferencia 
por una redacción distinta, pero no en función de modificar "con sede en el exterior". Al respecto, quiero decir que este no es el 
texto original del proyecto, sino que llegamos a esta redacción con asesoramiento de los servicios técnicos del Banco Central. 


Aclaro que accedieron a orientarnos por la complejidad y dificultad que presenta todo el negocio bancario y financiero, 
especialmente en lo vinculado con el Banco Montevideo. No estoy cerrado a buscar una nueva redacción que podemos analizar en 
sala o intentar realizar hoy aquí, pero quiero reiterar que no es una redacción exenta de asesoramiento. 


SEÑOR COURIEL.- Por diversos motivos no he participado en la discusión de este tema en la Comisión. He leído las versiones 
taquigráficas y estoy tratando de hacer los aportes que considero pertinentes para encontrar la solución al problema creado. En 
realidad, cuando votamos en diciembre la ley del Nuevo Banco Comercial, recuerdo que se hablaba de los depositantes que 
estaban en libros. Sin embargo, cuando se iba a buscar a los acreedores, figuraban los depositantes que estaban en libros -como 
normalmente corresponde- y los Eurobonos del Banco Comercial -que sin duda van a ir a la primera prorrata- pero no entraban los 
depósitos que estaban en el exterior. Entonces, a la primera prorrata -todavía el Estado no puso plata- van los depósitos normales 
de los bancos y los Eurobonos, pero no los depósitos en el exterior. Para estos últimos, especialmente en el TCB, se puso el 
artículo 31 a los efectos de ver si era con su consentimiento o sin su consentimiento y se nombró una Comisión Especial. Este es el 
lío que tenemos hoy. 


El señor Senador Astori, en una reunión anterior, dijo que nosotros nos habíamos quedado con la sensación de que a la Comisión 
que vino a informarnos y que trabajó para elaborar el artículo 31, le faltaban elementos jurídicos. Aclaro que sentí lo mismo, aunque 
no estoy seguro de si esto es así. De todas maneras, el punto central está en determinar a quién vamos a dar los fondos del Estado 
y, por lo tanto, tenemos que definir el destinatario. 


Recuerdo haber expresado en Sala, cuando se analizó el tema del nuevo Banco Comercial, que estaba preocupado por saber a 
quién destinaríamos los fondos y traté de fundamentar por qué pretendía destinarlos a los depositantes normales, a quienes creí 
que se tenía que privilegiar. ¿Por qué propuse esto? Porque quería dar tranquilidad al sistema financiero para que volvieran los 
depósitos y los bancos pudieran volver a dar crédito. Esa fue la razón por la cual establecí que los depositantes normales debían 
tener cierta prioridad con respecto a otros sectores de la sociedad uruguaya que estaban muy afectados por la situación. Sin 
embargo, ahora el tema está en que la Comisión trabajó, no con los 1.200 casos, sino con 480 y, además, no aparecen los 
consentimientos que las personas deberían haber otorgado. Por lo tanto, no aparecen las pruebas y la sensación que todos 
tenemos es que hubo quienes fueron engañados. Entonces, lo que estoy buscando es tratar de resolver el tema de los que fueron 
engañados. También diría que, luego de escuchar esta conversación, me gustaría contar con la presencia de los técnicos del Banco 
Central. Honestamente, no estoy en condiciones de decir de qué se trata todo esto, porque primero tengo que leerlo y recién acabo 
de recibirlo. Además, me gustaría que viniera un técnico del Banco Central a explicar qué quiere decir cada cosa. Quizás, los 
esfuerzos realizados por los señores Senadores Herrera y Brause con respecto a las preocupaciones del señor Senador Heber 
serían más útiles, si dichos técnicos estuviesen aquí presentes y dijeran qué significa todo esto. 


El resultado de mi esfuerzo por tratar de entender este tema, es el siguiente. Hablé de buscar acotamientos en el espacio, en el 
tiempo, en el monto y también en los elementos subjetivos, en la actitud subjetiva del depositante. Creo que a lo más fuerte que 
llegué es que de las conversaciones que mantuve con los técnicos se desprende que hubo operaciones realizadas antes del 7 de 
marzo de 2002 y otras realizadas con posterioridad a dicha fecha. ¿Qué quiere decir esto? Antes del 7 de marzo el Banco 
Montevideo depositaba en su nombre en el TCB, en las Islas Caimán; ese mismo día, el Banco Central establece una disposición 
por la cual le prohíbe a dicho Banco seguir depositando en el TCB. Entonces, lo que hace el Banco Montevideo es, en lugar de 
continuar depositando con su nombre, individualiza las operaciones. Según la información que he podido conseguir, a partir de ese 
momento este Banco sustrajo una parte o la totalidad de los depósitos que mucha gente tenía allí, y los puso en el TCB. Por lo 
tanto, creo que es necesario contemplar a una persona de buena fe que colocó su dinero en el Banco Montevideo y éste, sin 
explicarle a nadie lo sacó y lo puso en el TCB. Por lo que he podido saber, las personas que realizaban los depósitos antes del 7 de 
marzo tenían recibos en los que quedaba claro que habían depositado en el TCB. Si bien no sé exactamente cómo es la operación, 
me explicaron que el Banco Montevideo pudo haber efectivizado maniobras dolosas contras estos depositantes. Por lo tanto, quiero 
que se atienda a quienes fueron engañados. En consecuencia, pondría en la redacción que se debe contemplar a los clientes que 
depositaron sus fondos luego del 7 de marzo. Se establece esta fecha para amparar a aquellos que uno siente que pueden haber 
sido estafados. También tendría que quedar claro que se contempla la situación de aquellos que depositaron por primera vez y no a 
aquellos que ya tenían la calidad de depositantes. La redacción que propongo sería la siguiente: "cuyos ahorros fueron aplicados 
por primera vez con posterioridad al 8 de marzo". Quiere decir que si se trata de una renovación, no estaría incluida en esta 
disposición. 


SEÑOR HEBER.- Me parece que quizás nos falta información. Hasta ahora se ha mencionado una fecha que el señor Senador 
Couriel estableció como 7 de marzo porque, según él, la operativa cambió como consecuencia de una decisión del Banco Central. 
Pero, ¿qué descubrió el Banco Central? El 7 de marzo descubrió que el Banco Montevideo estaba pasando depósitos en forma 
irregular, a mi juicio ilegal o fuera de las normas, al TCB. Cuando esto se descubre, el Banco Central cambia las normas y se 
cambia la forma para seguir pasando los depósitos por otra vía. Si bien no estoy seguro en cuanto a establecer como fecha el 7 de 
marzo, me parece importante determinar una fecha a partir de la cual el Banco Central dispuso que esto no se podía hacer, porque 
se estaban violando las normas. A mi juicio, el Banco Central debería haber sido mucho más severo con el Banco Montevideo, ya 
que había descubierto que dicha Entidad estaba haciendo operaciones de residentes cuyos depósitos estaban allí y en el Banco La 
Caja Obrera, pasándolos a otro lugar. También me han dicho que en cuanto el Banco Montevideo compró el Banco La Caja Obrera, 
en 48 horas pasó, sin consentimiento de nadie, todos los depósitos que tenía este último al TCB. Es por eso que preguntaba sobre 
la fecha del Banco La Caja Obrera, porque creo que hubo una doble estafa, ya que en este último caso ni siquiera hubo 
consentimiento de ninguna clase. Reitero que en 48 horas el Banco Montevideo vació al Banco La Caja Obrera. 


SEÑOR COURIEL.- En cuanto a la pregunta que formula el señor Senador Heber, que es correcta, creo que quienes mejor pueden 
contestarla son las autoridades del Banco Central, que deberían estar aquí, ayudándonos. 


Por mi parte, le estoy agregando al texto una fecha determinada, el 8 de marzo, y aclaro que refiere a depósitos que se realizaban 
por primera vez, porque hay personas que hacía diez años que realizaban esa operación e hicieron las renovaciones el 8 de marzo, 
por lo que a ellas no les corresponde. Preferiría que estuvieran presentes los abogados del Banco, porque siento que, tal como 
está redactado, cuando dice "instituciones financieras con sede en el exterior", puede entenderse que se hace referencia a 
cualquier lugar; puede ser el Banco Alemán o las Islas Caimán. Entonces, me parece que es necesario poner una limitación. 
También me explicaron que en ese caso habría que poner: "a la adquisición de participaciones en los certificados de depósitos en 
sociedades vinculadas con sede en el exterior". Me temo, señor Senador Heber, que entre las sociedades vinculadas estén el TCB 
y Velox, pero por lo menos sabemos que habrá una o dos, y no más. 


Quisiera que los beneficiados por esta disposición ingresen dentro de las prioridades del artículo 27, a fin de dejar claramente 
marcado que la prioridad la tienen los depósitos de menos de U$S 100.000. Entonces, si bien me gustaría que estuvieran 
presentes los técnicos del Banco Central, en forma preliminar estoy aportando un monto, una fecha y una definición de dónde 
fueron esos fondos y en qué casos se pueden contemplar y en cuáles no. 


SEÑOR NÚÑEZ.- La historia del artículo 31 es tal como la describió el señor Senador Couriel. Cuando votamos aquella redacción 
sobre la que teníamos dudas acerca de sobre quién debería recaer la carga de la prueba, teníamos diferencias y una de ellas era 
en cuanto a cómo redactar ese artículo. Básicamente, la idea era tratar de amparar a aquellos que fueron engañados. Lo que 
sucedió después -y estamos analizando ahora- es que, tal como se daba la operativa del Banco Montevideo -ejemplo de esto es la 
carta de Guadalupe que evidencia que la operativa era de determinada manera- la misma se realizaba antes y después del 7 de 
marzo. Esta es una de las diferencias que tengo con el compañero Couriel. Ya hemos analizado en Comisión que la fecha lo único 
que hace es generar algún tipo de arbitrariedad, porque creo que hubo engaños antes y los hubo después. 


SEÑOR COURIEL.- La nota del señor Marcelo Guadalupe es del 15 de marzo de 2002 y el régimen se aplica desde el día anterior, 
O sea desde el 14 de marzo. De manera que no es antes del 8 de marzo, sino después. 


SEÑOR NÚÑEZ.- No quiero entrar a discutir el tema de la fecha porque creo que ya lo hemos analizado. Obviamente, los que 
tenían la operativa antes de la fecha indicada no sabían que sus depósitos podían haber estado en una cuenta única del Banco 
Montevideo en el TCB. Lo que me interesa es qué ocurrió después. No sólo tuvimos a la vista este documento de Guadalupe, sino 
también documentos de la mayoría de los depositantes, claramente membretados por el Banco Montevideo. Los mismos estaban 
hechos en agencias del Banco Montevideo, por sus funcionarios, y los depositantes eran clientes de este Banco, aunque muchas 
veces eran sus empresas o sus familiares quienes abrían cuentas diferentes. Estos fondos, luego, terminaban en una operativa "off 
shore" pero sin que hubiera precedido la voluntad de hacerla porque, además, eran residentes. 


Por otro lado, cuando se conformó la Comisión nombrada por el Banco Central, con tres abogados, tal como era el texto del artículo 
31 y tal como se daba la operativa del Banco Montevideo con sus clientes cuando enviaba esos fondos a instituciones financieras 
con sede en el exterior, se vio que era imposible contemplar prácticamente a ninguno de esos depositantes. Es decir que no 
estarían comprendidos -de acuerdo con la interpretación fría de la letra del artículo 31 y a cómo se daba la operativa del Banco- 
prácticamente ninguno de esos depositantes, que si fueran del TCB llegaban a U$S 89:000.000 y si incluimos al VIC la cifra sería 
de U$S 130:000.000. Entonces, nos encontramos con que en ninguno de los casos se contemplaba la voluntad de los Legisladores 
cuando determinamos que el traspaso de los fondos fuera contrario a la voluntad del cliente. Por esa razón estamos tratando de 
corregir este texto y contemplar esos casos. 


Ahora bien; es muy difícil estar dentro de la mente de un depositante para saber cuándo era absolutamente consciente de lo que 
hacía, y cuándo no. Es una situación compleja. Sin embargo, existía el fraude y la operativa que lo permitía era inducida por todo el 
mecanismo de funcionamiento que se había instalado en el Banco Montevideo. 


Por lo tanto, me parece que tratar de hacer nosotros lo que no pudo hacer una Comisión que estudió caso por caso, es muy difícil. 
El hecho de intentar analizar en una norma general, como es una ley, todos los casos e, incluso, desentrañar la voluntad de los 
depositantes, es muy complicado. En ese caso, prefiero ser lo más amplio posible. 


SEÑOR HERRERA.- En lo personal, la fecha de marzo no me indica demasiado porque la inducción al error no se produce por 
hacer un cambio de titularidad en las cuentas. El 14 de marzo, de acuerdo con la instrucción del 15 de marzo, significa que, como 
consecuencia de que el Banco Central el 7 u 8 de marzo dice al Banco Montevideo que no siga con sus posiciones en el TCB, éste 
cambia una parte de la operativa y, en vez de figurar Banco Montevideo, figura Juan Pérez, etcétera. Es decir que lo único que 
cambia en marzo es una parte de la operativa, y lo que no se deja de hacer es seguir succionando fondos de sus clientes. No tengo 
una fecha porque nadie me ha dicho cuándo comienzan los problemas en el Banco Montevideo. Los problemas no comenzaron 
aquí; no sé si esta es una comprobación tardía u oportuna del Banco Central. ¿Cuándo comenzaron los problemas en el Banco 
Montevideo? ¿Cuándo tuvo que empezar a recurrir, sistemáticamente, a los ahorros de sus clientes para tapar el agujero del TCB? 
Eso no me lo dice nadie, no hay forma de saberlo y, es más, estamos a un año y medio y seguimos sin saberlo. 


Entonces, no sabemos la fecha, aunque debería ser un dato objetivo. En realidad, no podemos contar con él, porque se me ocurre 
que a esta altura de los acontecimientos, no lo sabe nadie. Pienso que se tardará mucho en determinar cuándo fue que, por 
dificultades financieras, se comenzó a implementar una operativa agresiva, poco clara, más bien confusa, que desembocó en 
sistemáticas inducciones al error a sus ahorristas para que sus ahorros fueran trasladados del Banco Montevideo al TCB. A mi 
juicio, este es el problema mayor al que nos vemos enfrentados. 


Lo que sí está claro que en el mes de marzo, como consecuencia de la orden directa que recibe del Banco Central, la Institución 
dice: "ahora no es el Banco, sino nuestros clientes", aunque en realidad no sé si hay alguna diferencia desde el punto de vista 
material en cuanto a la sustentabilidad del Banco, es decir, ignoro si se ganaba algo con eso. Digo esto porque, en definitiva, la 
Institución no tiene dinero, el dinero es de sus clientes; así que siempre fue el dinero de sus clientes. El Banco, antes, lo daba en 
forma de certificados de depósitos o participaciones en certificados de depósitos y después lo dio a nombre de la cuenta individual 
de la persona física. 


Como no soy experto en bancos y a esta altura de la vida no me voy a convertir en experto, pese a estar metido en todo este lío 
desde hace meses -al igual que los demás señores Senadores- me quedo con que, en definitiva, no tenemos la fecha concreta de 
cuándo en el Banco Montevideo se modificó sustancialmente el procedimiento. Quizás inicialmente la gente iba a dicha Institución y 
se le ofrecía un producto en el TCB. Realmente, tampoco me queda claro si el TCB estaba o no autorizado. Lo que sí es seguro es 
que no lo estaba para realizar operaciones de captación de ahorros. Sin embargo, cabe preguntarse si el Banco Montevideo sí 
estaba autorizado a realizar esas operaciones de captación de ahorros para una institución que no tenía autorización en esa 
materia. Verdaderamente, el asunto es bastante confuso. En Arocena, no era autorizado, pero en el Banco Montevideo parece ser 
que sí; podría ser que dicho Banco tuviera una autorización para captación de ahorros y para realizar inversiones en el exterior. Tal 
vez por allí podría salvarse el tema formal. En realidad, creo que si hay que salvarlo, tendría que ser por ese lado. 


Lo que está claro es que los ahorristas no son expertos bancarios ni expertos financieros. Quizás haya algunos que se especializan 
en el tema y pueden calcular bien cuáles son los riesgos, las tasas y demás. Pero deben ser muy pocos los que están en esa 
situación, ya que la inmensa mayoría de los uruguayos no es experta en bancos ni en el sistema financiero. Y como no tenemos 
información de expertos que puedan decirnos exactamente cómo sucedieron las cosas, mi presunción es a favor de los ahorristas. 


SEÑOR COURIEL.- Quisiera dejar dos constancias. 


La primera de ellas es que la fecha que mencioné no fue inventada por mí. Ella fue dada por los técnicos del Banco Central. Luego 
de los estudios que realizaron, creen que a partir de esa fecha pudieron llevarse a cabo las maniobras que afectaron a los clientes. 


Por otro lado, quiero decir que legalmente todos los ahorristas tienen derecho a sacar su dinero hacia el exterior. Desde el año 
1974, hay libertad irrestricta en lo que refiere al movimiento de capital. De manera que no es que acá haya habido acciones 
ilegales, porque reitero que todo el mundo tiene derecho a colocar su dinero donde quiera. Ahora bien, si alguien colocó sus 
ahorros legalmente en el exterior, no puede venir a pedir al Estado un resarcimiento porque el banco del exterior haya quebrado. 


Entonces, como acepto que hay personas que fueron engañadas estoy tratando de encontrar una salida para ellas. Pero hay gente 
que conscientemente colocó su dinero en el exterior, teniendo todo el derecho de hacerlo, por lo que no fueron engañados. Reitero 
que estoy tratando de encontrar un camino diferencial para las personas que fueron engañadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ante todo, voy a contar una anécdota que me parece muy interesante. 


Una persona anciana va al Banco de Crédito, donde se le va a dar el monto total de lo que tiene, que parecen ser muy pocos 
dólares. Cuando se lo dan, esta persona dice que no, que quiere tener ese dinero en el Banco. Se le explica que el Banco de 
Crédito está cerrado, pero la persona insiste en que quiere tener sus ahorros allí, hasta que incluso tuvo que intervenir una persona 
de mayor jerarquía para corroborarle que ese Banco estaba en liquidación. Acá se ve cómo esta persona confía en los bancos. 


En definitiva, comparto el mismo argumento que ha esbozado el señor Senador Couriel. El problema es que ya recorrí ese camino, 
que consiste en tratar de identificar quiénes sacaron su dinero porque quisieron hacerlo y quienes fueron engañados. 
Personalmente, sé de algunos casos de gente que operó dos o tres días antes de que fuera intervenido el Banco Montevideo -que 
estarían incluidos en la fecha a la cual ha aludido el señor Senador Couriel, basándose en los documentos correspondientes- que 
no fue engañada. El problema es que resulta muy difícil identificar quiénes lo fueron y quiénes no, tal como se pudo constatar en 
varias reuniones que mantuvimos con el Banco Central. Incluso, sabemos que se formó una Subcomisión que trabajó en el tema y 
los mismos representantes de dicho Banco han señalado que hay personas que no tenían ni idea de dónde estaban sus ahorros, 
los que habían sido llevados al exterior porque tenían contratos genéricos -incluso, parece ser que todo se hablaba por teléfono- 


mientras que otras, en los últimos minutos, trataron de sacar el dinero pensando que tenían un resguardo. Entonces, después de 
recorrer este camino, llego a la conclusión de que es muy difícil poder establecer con exactitud las fechas. 


Así pues, comparto en todo el proyecto que hemos elevado, porque primero los ampara a todos y después dice quiénes no están 
incluidos, que serían los de la calle Arocena, los que desde el exterior contrataban, ya fuera por vía del banco alemán u otro y 
aquéllos que ya hicieron acuerdos, porque sus casas matrices dieron quiebra, lo que no impidió que los pudieran realizar y 
solventar en parte los dineros que invirtieron. Entonces, en el artículo 3% se establece que quien se afilia a esta instancia, no va a 
pleitear contra el Estado. Hasta aquí, todo está perfecto, aunque se podrá discutir si es bueno o malo. 


Una vez que tomamos la decisión, habría una única forma de interpretar el artículo 31, salvo que se quiera contemplar veinte 
casos, entre ellos, el de una persona que mandó un fax, lo que aparentemente se daría como válido. Si así fuera, salvo esos veinte 
casos, el resto estaría afuera. Pero cabría preguntarnos para qué pusimos el artículo 31. 


Se ha dicho por parte del Banco Central que todo esto podría generar una serie de reclamaciones. De acuerdo con lo que 
establece el artículo 27, habría un cierto perjuicio para los contemplados por el artículo 31 y habría también un cierto beneficio para 
el resto de los ahorristas, con respecto a los cuales no se discute. Repito que estos últimos ahorristas, quince días después 
estarían en el segundo grupo -una parte- y no en el primero, en el de los indiscutidos; esto es lo que se dijo por parte del Banco 
Central en este ámbito. Pero fondearlo por el artículo 27 permite no llenarse de demandas, lo que para mí constituye en sí un 
objetivo. Es decir, los pasos que damos evitan demandas. Por el artículo 3% de este proyecto de ley, evitamos las demandas al 
Estado y por un eventual artículo 4%, estaríamos fondeando el artículo 27, los del artículo 31, y de ese modo evitaríamos las 
demandas de los ahorristas de Libro -llamémosles así- que también tenían contratos genéricos con los anteriores. 


Si esto genera una adhesión mayor y evita problemas, será entonces bienvenido un artículo 4". 


Ahora bien, con respecto a las preocupaciones del señor Senador Couriel, veo lo siguiente. A mi entender, habría que acotarlo para 
que sean esas instituciones, salvo que el Banco Central esté mintiendo en lo que establece a través de los repartidos que se nos 
han hecho llegar, más allá de que algunos de ellos sean más o menos complicados de entender. Entonces, las únicas instituciones 
son las que se establecen en esos informes. Si se quiere afinar la redacción, no tengo ningún inconveniente en agregarle la palabra 
"vinculadas", tal como se venía manejando. Por otra parte, si se fondea por el artículo 27, el monto que se quiere establecer ya 
estaría estipulado allí. Además, todas las excepciones están en el artículo 2%. Entonces, ¿qué me queda por solucionar? Restaría 
corregir un problema de fechas. Al respecto -y discúlpenme los señores Senadores- en mi fuero íntimo siento que hay gente 
engañada antes y luego de esa fecha. 


En definitiva, ¿qué es lo que estoy haciendo? En diciembre tomamos la decisión del artículo 27, que implicaba una cantidad de 
U$S 400.000 o U$S 500.000 que se iba a dar hasta llegar a U$S 100.000, como seguro de ahorristas. Podría destinar esa cantidad 
a la lucha contra la pobreza, y así se lo hice saber en una oportunidad al Banco Central. Ahora, en razón de que la actuación de 
esta Institución no fue todo lo prolija del caso, fue que tomamos aquella decisión. De todas maneras, ¿por qué no atendemos a 
gente que, en mi opinión, fue igualmente estafada? Digo esto porque si hubieran intervenido el Banco Montevideo antes, habría 
gente que no estaría afectada y, a su vez, si lo hubiesen hecho después, sí estaría incluida. Entonces, una vez que el Banco 
Central tomó la decisión de atenderla, no pudo discriminar quién realmente quería o no ponerse a salvo. 


Voy a agregar otro argumento a la reflexión. Hay gente que venía renovando, que no sabía dónde estaba su dinero y que mantuvo 
la confianza porque se trataba del Banco Montevideo, ya que toda las comunicaciones que se enviaban venían bajo el logo de ese 
Banco. Además, el número de cuenta también era de esta Institución. Sin embargo, hubo otras personas que diez o quince días 
antes trasladaron sus depósitos a las Islas Caimán. Entonces, por más que se establezca una fecha muy cercana a la de la 
intervención, hay algunas que con plena conciencia y convicción quisieron sacar ese dinero. Esas personas van a estar incluidas, 
pero a aquellas cuyo dinero fue transferido un año antes al TCB o a Velox -no tenían idea acerca del destino de sus depósitos, pero 
sí tenían contactos genéricos como los demás- no las estamos incorporando. 


La fecha del 14 o 15 de marzo es el momento en que el Banco Central descubre que la posición del Banco Montevideo es 
extremadamente delicada a favor del TCB, pero no es el momento en el cual ellos empiezan la operativa. Si la hubiesen 
comenzado el 14 o 15 de marzo, por supuesto que el Banco Central no la habría descubierto en esa misma fecha. Naturalmente, la 
operativa comenzó antes y la descubrieron el 14 ó el 15 de marzo porque ya estaban pasando cuentas a certificados en el TCB, a 
tal punto que lo colocaron en una posición muy delicada. La habrían dibujado más si se les hubiera permitido pasar también al 
Velox, pero no lo pudieron hacer porque la situación argentina no se lo permitía. De todas maneras, se sabe que la posición del 
TCB en las Islas Caimán hacia Velox era muy importante. 


En definitiva, concuerdo con el razonamiento realizado por el señor Senador Couriel, pero lo que sucede es que no pude identificar 
el problema de la fecha. 


Con respecto al monto, como dije, esto estaría contemplado en el artículo 27. 
En cuanto al agregado de la palabra "vinculadas", creo que no habría problema en recogerlo. 


Por último, con respecto a si lo fondeamos o no en base al artículo 27 para no generar problemas con los ahorristas, hoy 
supuestamente indiscutidos, tampoco tendría inconveniente si eso generara mayor consenso y más amplio apoyo a la ley. 


Me parece que deberíamos invitar para el jueves próximo, no ya al Directorio del Banco Central, sino a técnicos como Barrán, 
Porro, doctora Arambillet y Xavier, entre otros, para que nos expliquen estos números. 


SEÑOR COURIEL.- Tengo entendido que el Superintendente no está, pero sería importante que asista alguien de ese 
Departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mi aspiración es que el Senado considere este proyecto de ley el miércoles de la semana próxima, más 
allá de que lo vote tal como está, acotado o con modificaciones. Lo importante es no dar más vueltas, pero me gustaría que 
reflexionemos sobre esta aspiración. Oportunamente haré los contactos correspondientes con los miembros de esta Comisión para 
ver si el miércoles de la semana que viene podemos considerar este tema como primer punto del orden del día. Insisto en que hay 


que salir de esto. Deberíamos, entonces, elevar el proyecto de ley con las correcciones que acordemos y que salgan por mayoría o 
por unanimidad, pero no seguir dando vueltas con este tema. Si no hay voluntad en el Senado, ello se expresará en los votos; de lo 
contrario, se aprobará el texto original elevado por la Comisión o uno modificado. Lo que sí me parece mal es que sigamos con 
este punto en el orden del día y que no lo considere el que realmente lo debe hacer, es decir el propio Senado. 


SEÑOR BRAUSE.- Creo que hay acuerdo con lo sugerido en cuanto a invitar a los técnicos del Banco Central para que den las 
explicaciones correspondientes sobre el informe que se nos ha repartido en el día de hoy y, al mismo tiempo, para colaborar con las 
dudas que se nos plantean. Debo confesar que a medida que escucho a los señores Senadores y veo la documentación que se me 
ha proporcionado, mis dudas se acrecientan. En definitiva, repito que es bueno que los técnicos del Banco Central vengan a la 
Comisión a colaborar con nosotros. 


En esa línea sugiero que no se invite a los miembros de la Comisión del artículo 31. La razón que me motiva es que ellos están 
actuando en una labor de determinación de hechos, muy cerca de la que realiza un Juez cuando analiza los hechos en una 
contienda, diferencia o litigio. No quiero compararlos con un Juez y, obviamente, no tienen la naturaleza propia de la jurisdicción del 
Poder Judicial, pero lo cierto es que cualquier cosa que manifiesten en la Comisión, interpretando una norma de la que queda 
constancia en actas, después se le puede hacer valer en contra. Por lo tanto, repito, pediría que a los miembros de la Comisión del 
artículo 31 los exoneráramos de comparecer junto a los asesores del Banco Central, quienes sin duda van a poder contribuir a 
despejar muchas de las dudas que tenemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia está de acuerdo. Los invitados que recibiremos el próximo jueves serían los contadores 
Barrán o quien corresponda, Porro y Xavier y la doctora Rantighieri. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


